
Amenazas de seguridad con la posible incorporación de miembros de las FARC en las 

Empresas de vigilancia y seguridad privada       1 

 

 

 Amenazas de seguridad con la posible incorporación de miembros de las FARC 

en las empresas de vigilancia y seguridad privada 

 

 

 

 

 

Guillermo Rivera Marquez 

Noviembre 2017 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Universidad Militar Nueva Granada 

Especialización en Alta Gerencia de la Seguridad y Defensa 

Ensayo de Grado 

 



Amenazas de seguridad con la posible incorporación de miembros de las FARC en las 

Empresas de vigilancia y seguridad privada       2 

 

Resumen  

A partir de la experiencia de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y su proceso 

de inserción en el ámbito de la seguridad privada, que sugerencias y recomendaciones se 

pueden hacer en el proceso de re-inserción y reintegración en el campo de la seguridad 

privada a los miembros de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-

EP), teniendo en cuenta el proceso que se está dando con la Unidad Nacional de 

Proteccion (UNP).  

 

Por lo anterior es importante definir en qué y cómo puede afectar este cambio al gremio 

de la seguridad en colombia. Dar a conocer las diferentes alternativas laborales que se 

pueden presentar en las empresas de vigilancia y seguridad privada con las personas que 

se están desmovilizando de las FARC. Lo anterior teniendo en cuenta que se debe contar 

con un plan de incorporación y oportunidad en los cambios que se avecinan en la 

sociedad. 

 

Palabras Clave: Crimen Organizado -Seguridad–  Paz- FARC – Empresas de Vigilancia -

Amenazas. 
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Summary 

Based on the experience of the United Self-Defense Groups of Colombia (AUC) and their 

integration process in the field of private security, suggestions and recommendations can be 

made in the process of re-insertion and reintegration in the field of private security to the 

members of the Revolutionary Armed Forces of Colombia (FARC-EP), taking into account 

the process that is taking place with the National Protection Unit (UNP). 

 

Therefore, it is important to define what and how this change may affect the security 

industry in Colombia. Publicize the different work alternatives that can be presented in 

private security and surveillance companies with people who are demobilizing from the 

FARC. The above taking into account that you must have a plan for incorporation and 

opportunity in the changes that lie ahead in society. 

 

Keywords: Organized Crime - Security - Peace - FARC - Surveillance Companies - Threats 
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Introducción 

Debido a los cambios que se avecinan en la sociedad por el acuerdo de Paz con las FARC 

es importante que se conozca el papel que van a ejercer las empresas de vigilancia y 

seguridad privada en el Postconflicto teniendo en cuenta que gran cantidad de las personas 

desmovilizadas van a buscar trabajo como vigilantes, supervisores, operadores y escoltas. 

 

Teniendo en cuenta que solo un sector de las FARC se va incorporar como escoltas a la 

UNP y su labor será proteger a los miembros de su movimiento político; en el proceso de 

desarme, desmovilización y reintegración es posible que la gran mayoría de desmovilizados y 

excombatientes que tienen entrenamiento militar intenten ingresar de manera irregular al 

sector de la seguridad privada. 

 

Por lo anterior como empresas de seguridad se debe participar activamente en las posibles 

soluciones en el proceso de paz y reconciliación, aplicar el estudio de seguridad personal en 

todos los aspirantes a los diferentes cargos en las empresas de vigilancia y seguridad privada. 

Por otra parte evitar que se repitan experiencias negativas como las presentadas con los 

paramilitares en su proceso de desmovilización. 
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1. AUC- FARC Amenazas para la seguridad 

 

En los procesos de paz que se hicieron con estos dos grupos armados AUC y FARC hay 

deserciones y desmovilizaciones que son una amenaza para la seguridad, al igual que a los 

procesos de reinserción ya que pueden reincidir los desmovilizados o pueden ser coaptados o 

amenazados cuando hagan parte de empresas de seguridad privada para cometer diversos 

actos delictivos.  

 

La informalidad que existe en el gremio de la seguridad en el cual una de cada tres 

empresas de seguridad es ilegal podría ocasionar que los desmovilizados puedan ser 

intimidados para infiltrarse a empresas de seguridad y esto les facilite cometer acciones 

delincuenciales contra la sociedad civil. El tráfico de armas, secuestro y delincuencia común 

serían los más impactantes y afectarían directamente a la seguridad ciudadana. 

 

En una sociedad en la cual varias generaciones han crecido acostumbradas al conflicto y a 

la violencia el exceso de confianza puede convertirse en un arma de doble filo de la cual los 

grupos delincuenciales organizados se podrían aprovechar para aumentar sus operaciones e 

infiltrar las empresas de seguridad. 

 

1.1 Incremento de Delitos en las Ciudades 

 

Estos dos procesos de Desmovilización, Desarme y Reintegración (DDR) han 

incrementado los índices de seguridad en las ciudades, las mal llamadas bandas criminales 

aumentaron sus operaciones delincuenciales en cuanto a extorción, fleteo, tráfico de drogas, 
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secuestros, robos a viviendas, asaltos y lesiones personales. Estos delitos deberán ser 

controlados y enfrentados por las autoridades inmediatamente para evitar que generen una 

percepción de inseguridad y temor en los ciudadanos.  Lo anterior es una oportunidad de 

negocio para las empresas de vigilancia y seguridad privada teniendo en cuenta que las 

solicitudes de servicios de vigilancia y seguridad electrónica aumentaran y generaran más 

ingresos para el sector, lo cual para convertirse en un escenario perfecto debe ir ligado de una 

buena selección y filtro del personal que evite que los delincuentes accedan desde 

mencionadas empresas a ejecutar sus acciones delictivas. 

 

Hasta el momento en las ciudades principales no se han reportado directamente actos 

delincuenciales atribuidos a las disidencias de las FARC, pero otro es el panorama en varios 

municipios del país en los cuales se han incrementado los homicidios y las muertes violentas. 

En esos territorios que ocupaba y ejercía su hegemonía las FARC han quedado vacíos que 

estos Grupos Armados Organizados quieren ocupar. 

 

Un informe de la Fiscalía publicado por el diario el Tiempo en el mes de Agosto de 2017 

nos muestra lo siguiente “El caso más alarmante se registra en Tumaco, Nariño, en donde 

empezó a escucharse de nuevos grupos armados: ‘Guerrillas Unidas del Pacífico’, ‘Gente del 

Orden’, ‘Banda La Tapita del Huevo’, ‘Banda Armagedón’, ‘Los Negritos’, ‘La Banda de 

Wacho’ y ‘Banda del Marihuano’. En ese municipio, donde era fuerte la columna móvil 

Daniel Aldana de las Farc, los crímenes pasaron de 76 el año pasado a 101 en lo corrido del 

2017. Hacia el norte de Nariño apareció el ‘Nuevo Frente Comuneros’. Allí, la cifra de 

homicidios pasó de 93 a 124. Y en Mosquera y Barbacoas, en donde delinque hoy el grupo de 
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‘La Vaca’ (ex frente 12) y hay presencia de ‘los Úsuga’, los crímenes pasaron de 12 a 21.” 

(Fiscalia, 2017) 

 

Por otra parte la  Cámara de Comercio de Bogota muestra en su encuesta de percepción y 

victimización primer semestre de 2017 como las acciones delictivas se mantienen y afectan a 

los ciudadanos del común y se aprecia a continuación: 

 

 

Ilustración 1. Victimización que permite caracterizar las principales dinámicas delictivas 

que afectan a los ciudadanos. 

El delito más representativo fue el hurto a personas con el 77%, seguido de las lesiones 

personales con el 7% y el hurto a residencias el 6%. 

El artículo que más se robaron fue el celular con el 40%, seguido de los objetos personales 

con el 27%. 
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El lugar donde ocurrieron los hechos está en calles o avenidas con el 39% y el transporte 

público con el 29%. 

 

Ilustración 2. Percepción reconoce la sensación de temor relacionada con el ámbito 

subjetivo de la construcción social del miedo generado por la violencia directa o indirecta. 

El 50 % de las personas considera que la inseguridad ha aumentado en la ciudad lo cual 

está 1 punto por encima del promedio histórico. 

La percepción de seguridad en el barrio presenta una mejora significativa registrando el 

segundo porcentaje más alto (47%) en la última década. 

 El puente peatonal es considerado el sitio más inseguro del espacio público con el 25%, 

seguido por las calles 23%, potreros 21% y por ultimo parques 10%. 

En cuanto al transporte todos los medios son críticos, el taxi solo un 46%, transporte 

publico 33% y Transmilenio 22%. 

 

Verificando las cifras y previniendo que no se aumenten la policía debe profundizar las 

labores de inteligencia y las acciones operativas contra las estructuras delincuenciales en las 

ciudades, por su parte las empresas de seguridad realizar con el apoyo de las nuevas 

tecnologías una estrategia de prevención que minimice el riesgo en los ciudadanos en los 

barrios y localidades. 
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1.2 Lavado de Activos 

 

Las empresas de seguridad privada y la sociedad se deben blindar ante el lavado de activos 

que puedan realizar los excombatientes para legalizar dineros que tengan escondidos o que no 

hallan legalizado en los acuerdos. Como lo define la Unidad de Información y Análisis 

Financiero (UIAF) el lavado de activos es: 

El proceso mediante el cual organizaciones criminales buscan dar apariencia de legalidad 

a los recursos generados de sus actividades ilícitas. En términos prácticos, es el proceso de 

hacer que dinero sucio parezca limpio, haciendo que las organizaciones criminales o 

delincuentes puedan hacer uso de dichos recursos y en algunos casos obtener ganancias sobre 

los mismos. Cuando una actividad criminal genera importantes ganancias, el individuo o 

grupo involucrado busca una forma de controlar los recursos sin llamar la atención sobre la 

actividad real o las personas involucradas. Los delincuentes hacen esto para ocultar las 

fuentes, cambiando la forma, o movilizando el dinero hacia un lugar donde es menos posible 

que llame la atención. (Uiaf, 2017) 

 

 Para ello se recomienda estar certificados en BASC (Alianza Empresarial para un 

Comercio Seguro), conocer e investigar la identidad, legalidad y socios de las empresas con 

las que tengan algún vínculo económico. Realizar monitoreo constante de las operaciones, 

solidez financiera, cumplimiento de requisitos contractuales, definir criterios de seguridad 

ante el posible ingreso de nuevos socios o accionistas. Cualquier actividad sospechosa debe 

ser informada de inmediato a las autoridades competentes para que se tomen las medidas 

necesarias que detengan cualquier intento de infiltración. 
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1.3 Ciberterrorismo 

 

En los últimos años el crecimiento acelerado de las nuevas tecnologías y la era digital que 

está presente en el día a día de los hogares y las empresas ha llevado a que la red sea una 

parte fundamental en todos los procesos que realizamos. La falta de seguridad en todas las 

transacciones, verificaciones, acciones que se realizan en internet y en las redes sociales hace 

a las empresas más vulnerables ante un posible ciberataque perpetrado por las disidencias de 

estos grupos al margen de la ley. 

 

El FBI (Oficina Federal de Investigaciones) define el Ciberterrorismo como “Es el ataque 

premeditado y políticamente motivado contra la información, sistemas computacionales, 

programas de computadoras y datos que puedan resultar en violencia contra objetivos no 

combatientes por parte de grupos subnacionales o agentes clandestinos”. (Fbi, 2015).  

 

En otras palabras es una forma de terrorismo que utiliza las tecnologías de información 

para intimidar, coaccionar o para causar daños a grupos sociales, con el objeto de lograr una 

serie de fines políticos o religiosos. Los objetivos más comunes son la inhabilitación de los 

sistemas informáticos del enemigo, secuestro de datos o la obtención de información. Las 

disidencias de las FARC lo pueden comenzar a usar como una alternativa de presión en 

contra del estado y las empresas privadas para conseguir datos, secuestrar información o 

simplemente sabotear los sistemas informáticos. 

 

Las empresas de seguridad, empresas del estado y sus departamentos de tecnología deben 

tener en cuenta las siguientes recomendaciones: 
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Generación de políticas, directrices, normas, actos administrativos y otras formas jurídicas 

que dictaminen las formas, tanto tecnológicas como procedimentales, de llevar a cabo el 

intercambio de información entre las diferentes entidades del Estado, entre el Gobierno y los 

diferentes sectores productivos del país y entre la ciudadanía en general, bajo esquemas que 

garanticen la integridad, la confidencialidad y la disponibilidad de la información. 

 

Dimensionamiento de políticas de seguridad de la información y ciberseguridad para la 

incorporación de software en las entidades del Estado, así como para su gestión, dirección, 

monitoreo, mantenimiento y control, considerando esquemas técnicos, procedimentales, 

metodológicos y de política nacional. 

 

Análisis, diseño, estructuración, implementación y evaluación de estrategias de 

sensibilización y apropiación orientadas a la comunidad en general, por sectores políticos, 

socioeconómicos, culturales y educativos. 

 

1.4 Tráfico de Armas 

 

Esta última amenaza latente es el tráfico de armas y la utilización negativa con las armas 

legales que tienen autorizadas las empresas de vigilancia y seguridad privada. Teniendo en 

cuenta  que una gran cantidad de armas que no fueron entregadas por las FARC pueden estar 

en el mercado negro y en manos de grupos delincuenciales organizados esto puede ser 

aprovechado para realizar robos y asesinatos que sean camuflados en la legalidad. Las 

empresas de vigilancia y seguridad privada como medida de prevención en sus puestos de 

vigilancia armados tendrán que asegurar sus armas y realizar constante verificación evitando 
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que estas puedan ser robadas por las disidencias de las Farc para fortalecer su arsenal. Por 

otra parte capacitar a su personal constantemente y concientizarlo de daño que puede ocurrir 

en caso de prestarse para una actividad ilícita o un soborno para entregar el arma. 

 

Según información del diario el nuevo siglo: 

“Las armas de fuego son el principal vehículo de las muertes violentas en Colombia. El año 

anterior se produjeron cerca de 11.800 de estos casos, de los cuales cerca de 9 mil se dieron 

con estos artefactos. No hay una cifra medianamente cercana del número de armas que hay en 

Colombia, pues solo se sabe de las que son adquiridas  en Indumil y tienen salvoconducto, es 

decir, el permiso que otorgan las autoridades a los ciudadanos que justifiquen la necesidad de 

una de éstas por razones de seguridad. En la actualidad hay cerca de 570 mil armas con 

salvoconducto, aproximadamente del 50% de éstas en manos de empresas de seguridad, 

según estadísticas del Ministerio de Defensa Nacional. Sobre el número de armas ilegales en 

poder de los ciudadanos y los delincuentes no hay registros. No obstante el Centro de 

Recursos para el Análisis del Conflicto (Cerac) ha calculado que por cada arma legal habría 

tres ilegales.” (Siglo, 2017) 

 

1.5 Amenazas no Reales o Fantasiosas 

 

Durante este proceso de paz también han salido muchos mitos como el que en su momento 

dijo el ex procurador Alvaro Ordoñez queriendo desestabilizar los acuerdos asegurando que 

las FARC fundarían empresas de seguridad. “El procurador General, Alejandro Ordóñez 

Maldonado aseguró que existen muchas dudas sobre varios puntos de los acuerdos firmados 
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hasta el momento entre el Gobierno y las Farc en el proceso de paz que se adelanta en La 

Habana (Cuba). Consideró que hasta el momento el presidente de la República no le ha dado 

una respuesta clara a la ciudadanía y a las instituciones sobre los alcances de lo pactado. Para 

Ordóñez Maldonado no existe prohibición alguna para que los desmovilizados de dicho 

grupo guerrillero puedan fundar libremente empresas de seguridad privada. Es decir, los 

subversivos que se sometan al acuerdo final podrán seguir portando armas, hecho que debería 

ser una de las principales restricciones. (El Espectador, 2016) 

 

2. Antecedentes y experiencias AUC- Seguridad Privada y Crimen Organizado 

 

Se debe tener en cuenta las secuelas que dejaron los paramilitares desmovilizados en las 

empresas de seguridad.  En el año 2006 1.500 de ellos estaban trabajando, de los cuales 1000 

estaban en servicios de vigilancia y seguridad privada lo cual causo diversos riesgos en la 

comunidad. Por un ejemplo un caso se presentó en Medellín en donde una empresa de 

vigilancia según investigaciones se confirmó que tenía vínculos con bandas criminales, en 

Bucaramanga varios desmovilizados se enfrentaron con empleados de la misma. (Verdad 

Abierta, 2015) 

 

Otro aspecto es que los paramilitares inflaron las cifras de combatientes para tener más 

peso en las negociaciones “Los paramilitares eran en realidad entre 14 mil y 16 mil efectivos, 

pero se permitió más de la duplicación de personas y se desmovilizaron 31 mil. El Alto 

Comisionado de Paz hablaba genéricamente de una tolerancia de hasta 40% de la población 

cercana, bajo el riesgo de que podían ser judicializados, pero eso es un error”. (Verdad 

Abierta, 2015) 



Amenazas de seguridad con la posible incorporación de miembros de las FARC en las 

Empresas de vigilancia y seguridad privada       14 

 

 

En este tiempo de negociaciones se realizaron cambios a las leyes como Villarraga (2013) 

afirma: 

 En su primer mandato el presidente Álvaro Uribe (2002-2006) introdujo una reforma a la 

ley sobre orden público que posibilitó que los procesos de diálogo y negociación para la paz 

no se limitaran a las guerrillas sino que incluyeran a los grupos paramilitares, bajo la 

denominación genérica de “grupos armados ilegales”. Así, buscó equiparar legalmente el 

tratamiento a las organizaciones guerrilleras y paramilitares; simultáneamente, el discurso 

oficial cuestionó la política y los procesos de paz desarrollados por los anteriores gobiernos, 

bajo los presupuestos de negar la existencia del conflicto armado interno, calificar 

indistintamente a guerrilleros y paramilitares de terroristas y cerrar la posibilidad de adoptar 

una agenda política de negociación con la insurgencia. De tal forma, la política de paz 

destacó entonces el estímulo a las deserciones individuales, la ofensiva militar y la exigencia 

a todos los grupos armados ilegales de cesar las hostilidades de manera unilateral, como 

condición para poder establecer diálogos hacia su desmovilización y desarme, bajo los 

ofrecimientos de acceso al programa de reincorporación y al beneficio de indulto. A pesar de 

que existieron reformas y leyes el gobierno careció de una política pública definida para 

quienes se iban a desmovilizar; nunca se definió el tratamiento para los ex paramilitares, sus 

familias y las comunidades del entorno donde ejercían presencia. El último gran error fue no 

controlar que se volvieran a rearmar, lo cual puso en riesgos a la sociedad y los que 

verdaderamente estaban interesados en regresar a la vida civil. Los niveles de reincidencia 

fueron altos y esto causo que surgieran nuevos grupos armados como las BACRIM y otros 

desmovilizados que regresaron a la ilegalidad. Tampoco se acordó un cese al fuego definitivo 

desde que inició el proceso de desmovilización los que causo que se generara una gran 
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cantidad de muertes en ese periodo y desapariciones en regiones en donde ya se habían 

desmovilizado otros grupos al margen de la ley. De lo anterior se puede evidenciar que por 

ser un proceso tan flexible se otorgaron muchas facilidades y nunca existió claridad sobre las 

estructuras que realmente existían, negociaciones de poder y los narcotraficantes que 

ingresaron en calidad de jefes de las AUC a negociar con el gobierno. En pocas palabras un 

proceso derivado de la informalidad que nunca dio los frutos esperados por el pueblo 

Colombiano. 

 

2.1 Crimen Organizado 

 

Cuando se habla del Crimen Organizado en Colombia podría decirse que este tomó gran 

importancia con el Cartel de Medellín entre 1980 y 1990, en donde el narcoterrorismo logró 

apoderarse del territorio nacional. En consecuencia, fue a mediados de la década que el mercado 

de la coca se internacionalizó en países como Perú, Bolivia y Colombia. Y en el que a partir de la 

revolución del transporte y las telecomunicaciones se dio la transnacionalización del fenómeno y 

un aumento en la ingobernabilidad. Bajo esta premisa, “A pesar de que la delincuencia 

organizada en Colombia era un problema interno, con el negocio de las drogas ilegales, Estados 

Unidos y Europa se convirtieron en proveedores de insumos y al mismo tiempo en compradores”  

(Vasquez, 2013). 

 

En Colombia varias veces se han cambiado los planes para combatir a estas bandas en el 

2016 se realizó un ajuste a la política “Directiva Ministerial Permanente 014 de 2011”  en la 

cual se imparten “instrucciones para garantizar la implementación de la estrategia nacional de 
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lucha contra las bandas criminales de conformidad con las directrices emitidas por el consejo 

de seguridad nacional” y se cambió la estrategia (Nacional M. d., 2016).  

 

El 22 de abril de 2016 se emitió la directiva permanente 015 de 2016 en la cual se les 

cambia el nombre y se determinan nuevas medidas para enfrentarlos, a partir de esa fecha 

dejaron de ser llamados Bandas criminales (BACRIM) y se denominaron Grupos Armados 

Organizados  y contra ellos se podrá actuar apelando al Derecho Internacional Humanitario 

por lo que serán combatidos por las fuerzas militares y podrán ser bombardeados sus sitios de 

concentración. El cambio de política surge por el aumento en la capacidad de impacto de las 

BACRIM  que se evidencia en su accionar delictivo y criminal el cual pone en riesgo la 

seguridad ciudadana.  Con la Directiva 015 de 2016 queda claro que la Policía Nacional no 

tiene la capacidad para combatir a los principales GAO como lo son los Urabeños, Pelusos y 

Puntilleros sino que requieren al apoyo de las Fuerzas Armadas en conjunto para enfrentarlos, 

la Policía coordinara y realizara labores investigativas y operacionales contra los grupos 

delictivos organizados de manera individual y cuando sea necesario solicitara el apoyo de la 

fuerza púbica. Según la directriz del ministerio de defensa ahora intervienen las fuerzas 

militares apoyadas por la Policía Nacional y los servicios de inteligencia con el apoyo del 

Grupo Integrado de Inteligencia (CI2-GDO/GAO) quien estará a cargo de identificar las 

estructuras, su conformación, presencia, actividades ilícitas, nivel de hostilidades y 

organización. Su naturaleza es de servicio público de defensa puesto que se combate a las 

nuevas expresiones de delincuencia organizada que amenazan con la seguridad de los 

colombianos y garantizar la seguridad jurídica de los miembros de la fuerza pública. A pesar 

de que estos grupos carecen de ideología política su actuación si tiene un alcance nacional e 
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internacional debido a que se alimenta de diferentes delitos con fines económicos y 

materiales. 

 

El crimen organizado en Colombia es un problema que no ha tenido solución debido a que 

carecemos de una Política Publica que se enfoque directamente en enfrentar este fenómeno. 

La multiplicación de este tipo de actividades delictivas constituye una de las principales 

amenazas para la seguridad. Estas bandas criminales generan violencia armada contra el 

estado y la población civil y se lucran y financian del narcotráfico y la función del estado es 

neutralizarlos y combatirlos. Convertir la directriz 015 de 2016 en una Estrategia de 

Seguridad nacional es ideal para enfrentar este problema teniendo en cuenta que se podrán 

realizar operaciones militares sostenidas y concertadas para ello se tendrá al centro integrado 

de inteligencia contra los grupos delictivos organizados y Grupos armados Organizados 

dedicado directamente a realizar las investigaciones necesarias y atacar conjuntamente a estos 

delincuentes.  

 

Colombia se ha caracterizado en los últimos tiempos por ser uno de los países más 

violentos y parte de ello ha sido causa de los grupos al margen de las ley que de una u otra 

forma han influido en el aumento de estas conductas que tanto daño le han hecho al país. 

Teniendo en cuenta las malas experiencias que dejan los intentos fallidos por acabar con los 

Grupos Armados Organizados se deben tomar acciones inmediatas que protejan a la sociedad 

civil y enfrenten a las redes de corrupción que comúnmente son conformadas por personas 

que ejercen funciones legales. “El problema del crimen organizado no se arreglará con un 

nuevo plan de la Policía, ni con una estrategia acordada con la Fiscalía, y mucho menos 

dando el mandato a las Fuerzas Militares de combatir a las organizaciones. Se necesita una 
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estrategia que cambie las reglas de juego, que altere los incentivos y que haga una apuesta 

por construir Estado. Hace falta una nueva doctrina basada en la protección de los ciudadanos 

y encaminada a evitar que haya más víctimas. El centro de la acción estatal no deben ser los 

delincuentes, sino los ciudadanos y la capacidad de las instituciones para hacer presencia 

efectiva en el territorio. Ciñéndose a este objetivo, la prioridad debe ser reducir los delitos y 

en especial el homicidio.” (Garzon, 2017). 

 

     Como primera medida el Estado debe hacer presencia en todo el territorio colombiano 

ejerciendo soberanía sobre el mismo, no se debe permitir que algún grupo al margen de la ley 

coloque sus propias normas y se presente como autoridad ante la población civil. Esta 

representación debe ser integral, constituida por una base social, económica y política. Siendo  

la educación la principal herramienta como derecho fundamental para la sociedad. “En el 

plano local, y especialmente en los municipios donde se expresan de manera más intensa las 

economías criminales, hay al menos cuatro tareas pendientes: (1) Depurar las fuerzas de 

seguridad y las instituciones de justicia, (2) Debilitar la capacidad reguladora del crimen 

organizado en la vida cotidiana de las comunidades, (3) Desarticular los nexos político-

criminales, y (4) Reducir las vulnerabilidades territoriales con la provisión de bienes y 

servicios públicos.” (Garzon, 2017). 

     La segunda medida es la creación pendiente del Ministerio de Seguridad que lidere la 

instauración de una Estrategia de Seguridad Nacional basada en la directriz 015 de 2016, de 

la mima manera contribuya a organizar y fortalecer la labor policial, lo anterior dividiendo las 

funciones y delimitando las responsabilidades con las fuerzas militares. Este ministerio según 

lo informado por el gobierno estaría confirmado por la Policía Nacional, la oficina de 

atención de desastres, la defensa civil y migración entre otras. 

http://www.nexos.com.mx/?p=23788
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Una tercera medida es el combatir directamente la minería ilegal y el narcotráfico que son 

las principales fuentes de financiación de los GAO y GDO. Por el lado de la minería ilegal 

que ha desplazado el negocio de la cocaína por su alta rentabilidad y poco riesgo frente a la 

justicia. “Colombia acaba de ser incluida entre el grupo de países más vulnerables en este 

campo, que recibirán asistencia especial como resultado de una nueva iniciativa emprendida 

por la Agencia Ambiental de las Naciones Unidas (UNET). La iniciativa es producto de la 

implementación de la Convención de Minamata, puesta en vigencia en el 2013 y actualmente 

suscrita por 128 países, de los cuales 35 la han ratificado hasta la fecha. La misma tiene como 

objetivo central la erradicación del uso del mercurio, en las explotaciones mineras, y recuerda 

un desastre que ocurrió en Japón hace medio siglo donde murieron más de 900 personas por 

su exposición y consumo de pescado contaminado con ese metal.” (Duque, 2017).  

 

Respecto al narcotráfico la erradicación de cultivos ilícitos es la mejor manera de 

comenzar a enfrentar este problema, Colombia en el año 2017 volvió a ser el primer 

productor mundial de cocaína debido a los cambios que se han realizado por el acuerdo de 

paz con las FARC.  “Colombia ha reformulado su estrategia de lucha contra el narcotráfico 

para dar prioridad a las actividades policiales sólidas contra las organizaciones criminales de 

narcotráfico, incluida la interdicción mejorada, en detrimento de la erradicación de cultivos", 

se lee en otro apartado. Sin duda Estados Unidos reconoce los esfuerzos de Colombia por 

erradicar los cultivos de coca, pero advierte que hay "un dramático crecimiento". Destaca que 

pese a que el Gobierno endureció los controles de comercialización de los productos 

químicos, los traficantes han encontrado cómo evadirlos y "aún son capaces de camuflarlos". 

El año pasado se incautaron 421 toneladas de cocaína y 124 toneladas en el 2015.” (Semana, 

2017).  
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Esto se debe realizar simultáneamente con la cuarta medida que se describirá a 

continuación para que de esta manera pueda ser efectiva. La última medida y la más 

importante para que todo lo anterior funcione es que se modifique el código penal y se creen 

sanciones contundentes que eviten que los delincuentes burlen las leyes colombianas como ha 

ocurrido hasta el momento. Deben existir castigos, pena de muerte para que el delincuente 

tema realizar algún acto ilícito en el país por pequeño que sea. Esto se debe implementar 

mediante normas que den un tratamiento penitenciario más riguroso para los condenados, 

colaboradores o sospechosos de pertenecer o mantener una continuidad con alguna 

organización criminal. De la misma manera se combata y castigue la corrupción de una 

manera ejemplar en los trabajadores del estado y sobretodo en la clase política y los altos 

mandos de nuestro país.  

 

3. Disidencias de las Fuerzas Armadas Revolucionaras de Colombia 

 

     Con la finalización del conflicto armado las FARC ahora convertidas en partido político y 

definidas por su secretariado como “Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - 

Ejército del Pueblo FARC-EP somos un movimiento revolucionario de carácter político 

militar nacido en el año de 1964 en las montañas del sur del departamento del Tolima. Sus 

líderes principales fueron Manuel Marulanda Vélez y Jacobo Arenas. ” (Nacional S. , 2016). 

      El primer desafío que deben enfrentar son las disidencias que se están conformando a lo 

largo del territorio nacional y que son denominadas por la Fundación Ideas para la Paz como: 

Facciones armadas creadas por combatientes que se separan del ejército al que pertenecían. 
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Las deserciones son diferentes a las disidencias ya que obedecen al deseo individual de dejar 

de pelear o combatir por una causa compartida con otros, y no para hacer parte de otro grupo 

o para formar uno nuevo. Aparecen durante el conflicto, en medio de negociaciones de paz o 

después de que se hayan firmado los acuerdos de paz. El surgimiento y evolución de las 

disidencias no se puede reducir a motivos económicos. Hay otros factores: cambios en los 

liderazgos y en las estrategias del grupo, ambiciones personales, políticas contrainsurgentes, 

cambios en las dinámicas de apoyo social y políticas de paz. En este sentido hay al menos 

tres tipos de motivaciones: económicas, políticas y organizacionales. La evolución de la 

implementación de un acuerdo de paz también saca a la luz otras motivaciones: baja 

contención de la organización, pocos incentivos para permanecer en el proceso, lentitud en 

las fases tempranas de reincorporación. (Paz, 2017, pág. 1).  

En las siguientes imágenes se puede apreciar las disidencias confirmadas y por confirmar 

igualmente en las partes donde se encuentran ubicadas. 
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Ilustración 3. Disidencias Confirmadas por el Gobierno Nacional y la Fuerza Pública.     

 

Ilustración 4. Disidencias por Confirmar. 

     Por otra parte las disidencias no cuentan con alta capacidad armada, pero sus acciones 

tienen gran impacto humanitario y parecen utilizar el modus operandi que tenían las FARC. 

A continuación se muestra las acciones atribuidas a cada disidencia según informe realizado 

por la Fundación Ideas para la Paz.

 

Ilustración 5. Acciones Atribuidas a las Disidencias por Tipo de Delito. 
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Ilustración 6. Acciones Atribuidas a las Disidencias por Departamento. 

     Su impacto es crítico para los indígenas en Vaupés y para los afrodescendientes en el 

pacífico nariñense. Así mismo en Tumaco y Nariño son de las zonas con mayor presencia de 

las disidencias existen al menos once grupos que están afectando contra la seguridad 

ciudadana. Un análisis de las reincidencias en el cual muestra los componentes más 

importantes es el realizado por Ariel Avila y lo explica así. 

“En materia de seguridad física la situación es complicada, pero ha tendido a mejorar en las 

últimas semanas. Ha habido 13 exguerrilleros asesinados y 12 acciones contra familiares de 

estos. Además, más de 60 líderes sociales asesinados desde el 24 de noviembre de 2016, es 

decir, asesinan uno cada cuatro días. Si bien la intensidad de los homicidios ha descendido en 

las últimas semanas, muchos integrantes de las Farc ven en estos asesinatos la repetición de la 

película de lo que fue la masacre contra  la Unión Patriótica (UP). En materia de seguridad 

jurídica, la cosa es igualmente compleja. La ley de amnistía funcionó parcialmente, aún hay 

gente en las cárceles y muchos de ellos salieron libres bajo la figura de gestores de paz y no 

gracias a la ley. La Rama Judicial ha saboteado este proceso. En diciembre de 2016 se aprobó 

una ley; luego, en febrero de 2017 se aprobó un decreto que explicaba la ley, y en mayo se 
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aprobó otro decreto que explicaba el decreto que explicaba la ley. Esta inseguridad jurídica 

trae muchos problemas de cohesión. Pero tal vez el mayor problema lo tenemos en los 

asuntos de reincorporación económica, donde básicamente no hay nada: ni tierras, ni plata, ni 

políticas, solo algunas iniciativas aisladas y el sustento o renta básica. Lo único que va bien 

es la reincorporación política, pero en los demás frentes hay serios retrasos e 

incumplimientos. La campana de alerta la dio Cadete, uno de los miembros más importantes 

que han desertado del proceso desde Gentil Duarte. Las deserciones comenzaron a aumentar 

desde hace dos meses. De hecho, las Farc habían logrado controlar las deserciones de mandos 

medios, pero desde el mes de junio la situación comenzó a flaquear y la desesperación se 

tomó muchas zonas veredales. Los guerrilleros hablan de traición. (Avila, 2017, pág. 1)  

 

4. UNP y propuestas vinculación Seguridad Privada 

 

Analizando ahora el presente y el futuro del acuerdo de paz con las FARC y las 

consecuencias que pueden tener en las empresas de vigilancia y seguridad privada es 

importante definir en qué y cómo puede afectar este cambio al gremio en Colombia. A pesar 

que en el momento no se cuenta con cifras de desmovilizados de las FARC que estén 

laborando en empresas de vigilancia y seguridad privada el gremio se encuentra polarizado 

en cuanto al apoyo a esta iniciativa de vinculación laboral, los siguientes artículos generan 

contradicción en cuanto al tema. 

El gremio de las Empresas Colombianas de Seguridad (ECOS) en vocería de su 

vicepresidente Miguel Angel Diaz expreso “Según el pacto de Otawa las personas que han 
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estado manejando armas en medio del conflicto armado no son las apropiadas para llegar a la 

seguridad privada ya podrían estar representando un peligro para el sector. Es un poco difícil 

el acceso de los reinsertados a la seguridad privada por la responsabilidad que esto significa, 

lo primero que hacemos es prueba de polígrafo que no tengan antecedentes delictivos que no 

generen un factor de riesgo. Nos da miedo y temor, porque estas personas están 

acostumbradas a otro estilo de vida” (Diaz, 2017) 

Por otra parte el presidente de las Empresas Colombianas de Seguridad (ECOS) Sr. Jose 

Saavedra dice  “De tal manera que las compañías de vigilancia pensamos que si hay que 

darles el espacio, no hay que cerrarles las puertas, pero con unos procesos de reinserción 

reales y verídicos. Que conlleven no solamente lo social sino también lo académico y lo 

psicológico y que nos permitan saber que estos colombianos que han llegado nuevamente a la 

vida de la legalidad, llegan realmente a ocupar los cargos que nosotros tenemos, que 

indudablemente son muy delicados como es cuidar las cosas has vidas de los ciudadanos 

colombianos. Las puertas de las escuelas de capacitación están abiertas pero fue enfático en 

decir que ese es un gran riesgo que debe darse paso a paso y no a la carrera para evitar 

errores, y que por eso no sería eficaz vincular a los exguerrilleros en la primera etapa 

del postconflicto sino que hay que darle más tiempo para hacer de los ex integrantes de las 

Farc, empleados calificados.” (Saavedra, 2017) 

 

No existe una decisión clara frente al tema, cada empresa de seguridad debe tomar las 

precauciones y la determinación para resolver si realiza o no el apoyo a los reinsertados. 
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4.1 Vinculación a la UNP 

 

El primer aspecto definido es el decreto 301 del 23 de febrero de 2017 en el cual se 

modifica la planta de personal de la Unidad Nacional de Proteccion (UNP) y define que en el 

acuerdo final para la terminación del conflicto y construcción de una paz estable y duradera 

se acordó crear un cuerpo de seguridad y protección, de naturaleza mixta, integrado por 

personal de confianza del nuevo partido o movimiento político que surja del tránsito de las 

FARC-EP a la actividad legal. Con el decreto surgieron las primeras reacciones y 

declaraciones del personal que se encuentra directamente implicado en la situación: 

“El Sr. Diego Mora, el director de la Unidad Nacional de Protección, explicó que no son 

ciertos los rumores sobre los salarios elevados o las nuevas armas que se les van a dar a estos 

escoltas que podrán ser reincorporados de la guerrilla.  “Los esquemas serán mixtos, estas 

personas necesitan escoltas de confianza. No todos podrán llegar a la UNP, deberán tener un 

entrenamiento especial y no haber sido condenados por delitos de lesa humanidad.  Los 

esquemas dependerán del nivel de riesgo, pero principalmente nos enfocaremos en la 

protección de los jefes de las Farc y de las personas que integren su nuevo partido político”, 

explicó. Sobre los salarios dijo que actualmente los escoltas de la unidad ganan hasta dos 

millones cuatrocientos mil pesos mensuales y que en el caso de los ex guerrilleros que 

lleguen a estos cargos el sueldo llegará hasta el millón ochocientos mil  pesos. “ (Caracol 

Radio, 2017) 

 

De la misma manera dejo claro que no todos los desmovilizados podrán acceder a estos 

cargos, se realizaran filtros descartando a los que hayan sido participes de delitos graves “No 

es que todos los guerrilleros vayan a llegar a ser escoltas, no pueden haber sido participes en 
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delitos de lesa humanidad, no pueden haber sido condenados penalmente, deben entregar 

previamente las armas y deben ser amnistiados. Una vez se cumplan esos puntos se les 

realizarán exámenes psicológicos, polígrafos, pruebas psicotécnicas y ahí entrarán a un curso 

de entrenamiento de dos meses para poder entrar a este cuerpo especial” (Kienyke, 2017) 

El que ya exista una decreto en el cual se defina el ingreso de desmovilizados a la Unidad 

Nacional de Proteccion aclara la incertidumbre tanto para los guerrilleros como para la gran 

mayoría de colombianos, esto ya puede asegurar que un porcentaje así sea mínimo no 

volverán a delinquir. Los guerrilleros que accedan a este beneficio estarán asegurando una 

estabilidad laboral, el entorno familiar se verá fortalecido y de la misma manera la parte 

emocional jugara un factor fundamental teniendo en cuenta que van a preferir estar bien en la 

ciudad, con unas condiciones que les permitan construir una vida nueva en condiciones 

normales.  

 

4.2 Propuestas de Vinculación a Seguridad Privada 

 

El problema que se puede llegar a presentar es con los exguerrilleros de menos rango en 

las estructuras de las FARC, los cuales al no tener definido su actividad laboral y no tener 

oportunidades en la sociedad pueden ingresar a la seguridad privada con fines 

delincuenciales, desestabilizando así al gremio. Para ello se deben preparar las empresas de 

seguridad privada generando estrategias conjuntas con la Fuerza Pública que permitan a la 

ciudadanía tener tranquilidad en sus labores diarias.  Deben existir programas de capacitación 

constantes con los vigilantes para controlar las diferentes acciones delictivas que se puedan 

presentar, la seguridad electrónica tendrá un papel fundamental puesto que las nuevas 

tecnologías desarrolladas permiten minimizar los riesgos a nivel residencial y comercial. En 
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el año 2014 se planteó por parte del presidente de Fedeseguridad Felipe Molinares que las 

empresas participaran directamente en el desminado humanitario en el posconflicto con el 

compromiso de contratar a reinsertados para que realizaran el trabajo en campo 

“El planteamiento fue hecho en el marco del foro ‘Posconflicto y el sector de la vigilancia y 

seguridad privada: ¿cómo aportar a la paz?’, organizado por la revista Semana y la misma 

Fedeseguridad. Donde además el director de la Policía Nacional, General Rodolfo Palomino, 

expresó de manera categórica que los desmovilizados no pueden incorporarse a la Fuerza 

Pública, como en algún momento se ha planteado en algunos escenarios políticos, pues “el 

nivel técnico y académico que se requiere para ingresar es muy alto”. “La propuesta del 

sector sería viable siempre y cuando la reincorporación de los desmovilizados a la sociedad 

se realice de una manera cuidadosa, ya que según sea el caso, la persona podría integrarse a 

un entorno laborar después de seis meses de recuperación”, comentó a su vez el director de la 

Agencia Colombiana para la Reintegración, Alejandro Eder.” (El Espectador, 2014). 

    El desminado puede ser una alternativa muy interesante porque aumentaría la participación 

del sector de seguridad, los contratos podrían ser prósperos, duraderos y rentables y además 

serian una fuente de empleo importante para las empresas de seguridad y los desmovilizados. 

Otras propuestas que surgieron fue que los exguerrilleros se dediquen a la confección de 

uniformes de dotación y como guardas cívicos para las empresas de seguridad lo que para los 

gerentes de las empresas seria seguro porque los están integrando sin tenerlos vinculados 

directamente. 
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5. Marco de Condiciones para la Vinculación de Excombatientes, Desmovilizados y 

Reinsertados a las Empresas de Seguridad Privada 

 

Como primera medida el gobierno es quien debe garantizar las condiciones para que los 

excombatientes, desmovilizados y reinsertados a través de los planes de reintegración 

accedan a un empleo digno tal como lo establece la constitución política de Colombia en su 

artículo 25 establece que “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas.” Por lo anterior el compromiso del Estado debe ser 

directo y constante para evitar que los reinsertados por faltas de oportunidades piensen en 

volver a delinquir. (Constituyente, 1991) 

 

    En segunda instancia ya se encuentran definidos como lo afirma Yamile Salinas “Mediante 

el Acto Legislativo No. 3 del 2017 se definieron los lineamientos para la transición a la 

política legal de las FARC, una vez culmine el proceso de dejación de las armas. En esa línea 

se crearon el Sistema integral de seguridad para el ejercicio de la política y el Programa de 

protección especializada de seguridad y protección. Además se establecieron medidas para la 

reincorporación social y política para los integrantes de esa organización y medidas 

especiales para los menores de edad.” (Salinas, 2017).  

   Con este acto se garantizan aspectos como la equidad, justicia, igualdad, desarrollo 

económico, acceso a derechos fundamentales de los nuevos ciudadanos que se pueden ver 

reflejados en la continuidad del proceso de Paz. 

    Por otra parte también existen beneficios y bondades para las empresas Colombianas que 

deseen vincular a sus empresas trabajadores excombatientes, contando con el 
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acompañamiento constante de la Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR) como lo 

afirma el asesor de alianzas estratégicas del grupo de Corresponsabilidad de ACR Miguel 

Suarez: 

 “El acompañamiento no tiene un solo procedimiento, sino que se diseña de acuerdo con las 

necesidades de la compañía. De ser necesario disponemos de profesionales que hacen visitas 

y seguimiento a las personas en su desempeño. Con las empresas determinamos si el 

seguimiento es semanal, quincenal o mensual. El acompañamiento personalizado es que la 

empresa sienta que si necesita en algún momento hablar con nosotros sobre la persona que 

contrató. El tiempo que dura ese seguimiento también depende de las necesidades de las 

empresas, se concerta con ellos, pero nosotros nunca perdemos el nexo, cuando no necesitan 

el acompañamiento tan personalizado, no es que no vuelvan a saber de nosotros, lo que 

hacemos es reuniones más periódicas. Podemos garantizar que las empresas no están solas” 

(Salazar, 2016). 

    Se pueden conseguir otra serie de interesantes beneficios en impuestos para las empresas 

que integren nuevos empleados como lo estipula la Ley 1429 de 2010 de Formalización y 

Generación de Empleo en su artículo 10 “Descuento en el impuesto sobre la renta y 

complementarios de los aportes parafiscales y otras contribuciones de nómina para los 

empleadores que contraten personas en situación de desplazamiento, en proceso de 

reintegración o en condición de discapacidad” (Republica, 2010). 

     Existen programas de vinculación laboral dirigidos por la ACR y según sus cifras indican 

que “el 76% de las personas en proceso de reintegración se mantiene en la legalidad; más de 

21.000 personas han aprobado la básica primaria; cerca de 8.000 lograron la básica 

secundaria, aproximadamente 15.000 lograron ser bachilleres y otros 2.777 han accedido a 
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educación superior. A lo anterior se suma que el 72% de las personas que se encuentran en el 

proceso están ocupadas, 70,3% tienen un trabajo informal y el 29,7% uno formal. La ACR 

con el fin de lograr una correcta vinculación ofrece un programa que en promedio dura 6 años 

y medio donde las personas en proceso de reintegración son atendidas en aspectos 

como salud, atención psicosocial, educación, inserción económica, formación para el trabajo 

y asistencia jurídica, entre otros factores.” (Acr, 2017). 

    Por último el documento Conpes 3554 del Departamento Nacional de Planeación por el  

cual se generan los lineamientos para la Política Pública de Reintegración Social y 

Económica busca generar un impacto positivo en el desarrollo personal, familiar, educativo, 

productivo y comunitario de los desmovilizados, en pro de su reintegración como ciudadanos 

a un marco de legalidad. El anterior está integrado por semblantes como, la reconstrucción de 

su proyecto de vida; el restablecimiento de valores, ideologías e intereses; la readaptación a 

las condiciones de su entorno familiar y social; el abandono de su visión política armada 

subversiva y la recuperación de su confianza frente al Estado Colombiano. 

 

6. Recomendaciones y lecciones AUC para proceso FARC y su Vinculación a 

Seguridad Privada 

 

Las empresas de vigilancia y seguridad privada deberán hacer un plan estructurado de 

selección de personal en el cual incluyan filtros en los que se puedan detectar malas 

intenciones por parte de los aspirantes, un excelente estudio de seguridad personal 

(Poligrafía, Visitas domiciliarias, pruebas psicotécnicas) y capacitación constante con las 

personas reinsertadas que se les dé la oportunidad de laborar. Las empresas de seguridad 

http://www.dinero.com/noticias/salud/363
http://www.dinero.com/noticias/educacion/257
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integral deben volcar los esfuerzos a fortalecer la prevención, profesionalizar a sus 

integrantes, crear cultura de seguridad con los clientes, generar procedimientos de 

disminución de riesgos y planes de seguridad que permitan enfrentar este fenómeno. Tener 

confianza y otorgar una segunda oportunidad a las personas que llegan con buenas 

intenciones de comenzar una nueva vida, apoyar la paz sin dejar a un lado la seguridad. El 

temor más grande de la ciudadanía y de las empresas de seguridad es que se creen grupos 

reincidentes de las FARC-EP en las ciudades, esto incrementaría los riesgos de asaltos, 

extorciones, delincuencia común, micro tráfico para los que deben estar preparados. El 

Estado debe intervenir no solo en la parte militar sino debe integrar a la población civil 

víctima de las bandas y los integrantes. Se debe judicializar a los criminales de las BACRIM 

existentes para que los pobladores y desmovilizados no recurran a la economía ilegal para 

sobrevivir. Las principales amenazas para que se pueda pensar en la nueva creación de 

grupos al margen de la ley en las ciudades son las que presentan las BACRIM, el ELN y las 

disidencias que resulten de las FARC alimentadas por el narcotráfico y la minería ilegal. 

“Desde luego, uno de los principales retos en la ejecución de los acuerdos de paz está en tener 

la capacidad de sustituir las economías ilegales tales como el cultivo de hoja de coca y la 

minería ilegal, hechos que no dependen únicamente de la dejación de armas de la guerrilla de 

las FARC. Las posibilidades de que las estructuras armadas de las bandas criminales lleguen 

a ocupar las zonas en las que las FARC participan de estas actividades es mayúscula, por 

ejemplo, es sabido que en zonas como el Putumayo, la banda criminal de la “constru” estaría 

interesada en ampliar su poder criminal copando las zonas de influencia de las guerrillas, 

poniendo en riesgo no sólo la ejecución de las acciones de sustitución de cultivos de uso 

ilícito, sino la seguridad de ex combatientes que lideren dichos procesos.” (Pares, 2016).  
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Con la mutación de los actores armados se van a disparar los siguientes delitos: El 

secuestro como una forma de presión contra el gobierno,  la extorción para financiar las 

bandas criminales, la trata de personas, minería ilegal y el crecimiento del negocio de drogas 

ilícitas. Lo anterior aumentaría la preocupación de la sociedad puesto que la mayoría se 

pueden presentar en la capital del país. 

 

6.1 Modificación Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada 

 

Como última recomendación que busca proteger a las empresas de seguridad se debe 

fortalecer el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada incluyendo los siguientes aspectos 

que permiten mejoran los servicios prestados: 

Reglamentación más estricta y sólida el uso y obtención de armamento y munición de las 

empresas de vigilancia, con el objetivo de minimizar el armamento perdido y desincentivar el 

porte de armas en las empresas de vigilancia. Adquisición y ventas de armas no letales, con 

especial énfasis en nuevos equipos. Combatir los casos de estafa relacionados con la 

seguridad privada, al igual que el testaferrato y falsedad de las empresas. Corregir los 

mecanismos que han generado un incremento en la demanda de servicios de seguridad sin 

otra justificación que la de aprovechar algunos vacíos normativos. Definir condiciones de alto 

riesgo o riesgo extraordinario donde la oferta de servicios de la seguridad privada, se 

realizara bajo controles adicionales y en coordinación con otras entidades. Aumentar el 

monitoreo y las sanciones a las empresas que utilicen elementos de dotación exclusivos de la 

fuerza pública. Prestación de servicios de seguridad y vigilancia en zonas de restitución de 

tierras. (Rico, 2014) 
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7. Cifras de Excombatientes Laborando en Empresas de Vigilancia y Seguridad 

Privada 

 

Se solicitó a la Agencia para la Reincorporación y la Normalización a través de un derecho 

de petición cifras sobre la los desmovilizados y excombatientes que se encuentran laborando 

actualmente en empresas de vigilancia y seguridad privada pero lastimosamente no se obtuvo 

respuesta hasta el momento de la entrega de este ensayo. A continuación se observa respuesta 

emitida por el Consejo Nacional de Reincorporación (CNR):   

 

 

 

Ilustración 7. Respuesta Derecho de Petición CNR. 
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Conclusiones 

 

Con la confirmada terminación del conflicto debemos tomar acciones inmediatas que 

permitan la convivencia, paz  y reconciliación con las personas que fueron parte del conflicto 

armado durante todos estos años de guerra, para ello se necesita oportunidades para quienes 

de verdad deseen regresar a la sociedad civil. 

 

Las empresas de vigilancia y seguridad privada están enfocadas a apoyar la vinculación 

laboral de los reinsertados desde diferentes frentes y así contribuir al proceso de paz en el 

posconflicto. 

 

 Las políticas públicas bien definidas en el acuerdo de paz favorecerán a la tranquilidad del 

pueblo colombiano tras la incertidumbre que ha generado el posconflicto y de esta manera se 

disminuirá el escepticismo y la exclusión con las personas reinsertadas. 

 

Importancia de brindar un nuevo proyecto de vida en las empresas de vigilancia y 

seguridad privada para las personas que en algún momento hicieron parte de la delincuencia y 

que requieren de un perdón por parte de la sociedad pero con todas las precauciones para que 

no se materialicen las amenazas. 
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